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SEÑOR SECRETARIO.- Habiendo número, está abierta la reunión. 


En virtud de la ausencia del Presidente y Vicepresidente de la Comisión, 
corresponde elegir Presidente ad hoc. 


SEÑOR OLIVERA.- Propongo como Presidente ad hoc al señor Diputado Vidalín. 
SEÑOR SECRETARIO.- Se va a votar. 

(Se vota) 

———Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 

(Ocupa la Presidencia el señor Representante Vidalín) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Diputado Pozzi a fin de hacer un 
planteo. 


SEÑOR POZZI.- Agradezco a la Comisión por permitirme hacer este planteo. 


En el día de ayer fue promulgada una ley -que yo mismo impulsé junto con algún 
otro compañero- que modifica normas del Derecho Comercial Marítimo. Se trata de una 
ley que, afortunadamente, fue votada por unanimidad en las dos Cámaras, y que cuenta 
también con la anuencia de todos los operadores sociales que están involucrados en lo 
relativo al Derecho Comercial Marítimo. Cabe destacar que hay dos sectores: los 
abogados maritimistas que, básicamente, representan a las embarcaciones, y los que 
representan a los armadores; sin duda, es un mundo que tiene su propia dinámica. 


En realidad, en las normas de Derecho Comercial Marítimo que estaban vigentes 
hasta la promulgación de la ley a que estoy haciendo referencia había cosas que no 
estaban claras, por lo que esta iniciativa procuró solucionar esas dificultades. Sin 
embargo, inadvertidamente para las dos Cámaras e, inclusive, para quienes trabajamos 
en la redacción de la ley, la modificación que se realizó al artículo 7* plantea una situación 
que desmejora las posibilidades que tenía el personal embarcado para litigar contra los 
armadores. 


De acuerdo con la redacción original, el personal embarcado que tenía dificultades 
con su armador litigaba en su propio país de origen, pero con la modificación realizada 
-teniendo en cuenta que la norma se transformó en una de carácter general-, si un 
tripulante debe hacer un reclamo, tiene que hacerlo en el país en el que fue embanderado 
el buque. Por ejemplo, si soy uruguayo y navego en un barco liberiano, deberé ir a Liberia 
a realizar el reclamo. 


Entonces, lo que estamos proponiendo -seguramente, está modificación ingresará 
próximamente a la Cámara, y sería bueno que pudiera ser trasladada a la Comisión de 
Legislación del Trabajo, ya que la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración, que fue la que aprobó el proyecto anterior, tiene mucho trabajo- 
es una modificación del artículo 7* de dicha ley, a fin de corregir la situación planteada. 
En realidad, lo que buscamos es que las normas laborales permanezcan como estaban 
antes de la modificación de la ley. 


El primer inciso del artículo 7* de la ley dice: "Cuando no exista tratado vinculante 
que regule la ley aplicable y la jurisdicción competente en materia de derecho marítimo, 
estas se determinarán conforme a las normas del Tratado de Derecho de la Navegación 
Comercial Internacional de Montevideo de 1940". Esa es la redacción actual, y para 
saldar la situación planteada deberíamos agregar lo siguiente: "excepto las referidas al 
contrato de ajuste o de trabajo del personal a bordo, las que se regirán por las normas 
respectivas"; o sea, por las normas de cada país. 
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Esta modificación, que contiene quince o veinte palabras, pretende salvaguardar los 
derechos de los tripulantes; lo que se busca es que puedan realizar sus reclamos en su 
país de origen y no tengan que trasladarse, por ejemplo, a Sri Lanka, para hacer este tipo 
de planteo ante al armador o quien lo represente. 


Quiero aclarar que esta modificación todavía no tomó estado parlamentario, pero 
seguramente lo hará, teniendo en cuenta que ya realizamos el planteo correspondiente. 
Sin duda, sé que estamos en un momento muy difícil, pero sería bueno que antes de fin 
de año, en esta Legislatura, se pudiera llevar a cabo esta corrección; si no es así, los 
Diputados que vengan después -si nosotros no estamos- lo corregirán en la próxima 
Legislatura. Quiero que quede claro que esta corrección es importante, ya que es el único 
cambio que quedó mal en una ley que, en realidad, mejoró mucho todo lo que tiene que 
ver con las negociaciones que llevan los abogados en los litigios relacionados al Derecho 
Comercial Marítimo. 


Voy a dejar en la Comisión una copia de la exposición de motivos del próximo 
proyecto de ley y la modificación que vamos a plantear. Como dije, sería bueno -esto se 
lo manifesté al señor Diputado Puig el día de ayer- que la Comisión de Legislación del 
Trabajo se hiciera cargo de este proyecto para que no recaiga en la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, que está cargada de 
trabajo. Creo que de esa forma se podría aprobar los más rápido posible; debe tenerse 
en cuenta que la modificación planteada apunta a proteger los derechos de los 
trabajadores y que la ley, tal como quedó redactada, complica su situación. 


SEÑOR GUEKDJIAN.- En realidad, me quedó una duda en cuanto a las "normas 
respectivas". Digo esto porque, de pronto, se enmienda el artículo y eso queda igual. 


SEÑOR POZZI.- Lo que se quiso decir con "normas respectivas" es que se utilizarán 
las normas relativas a cada jurisdicción. 


SEÑOR GUEKDJIAN.- La idea sería -si es posible, ya que algún otro colega 
tampoco entendió bien- focalizar o centralizar lo que se quiere decir con "normas 
respectivas". 


SEÑOR POZZI.- Me parece bien; si hay que ser más claros, no tenemos 
inconveniente en hacerlo. 


De todos modos, quiero decir que lo relativo a "normas respectivas" refiere a las 
normas que rijan en el país en el que el tripulante puede realizar su reclamo; por ejemplo, 
si el tripulante es uruguayo, podrá reclamar ante la Justicia uruguaya. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quiere hacer una sugerencia el señor 
Diputado Pozzi: cuando la Cámara ingrese este tema en los asuntos entrados, la 
Comisión debería solicitar su remisión, para su tratamiento, a la Comisión de Legislación 
del Trabajo. En ese sentido, nosotros deberíamos comprometernos a tratar el proyecto en 
octubre o noviembre -seguramente, la Comisión se reunirá algún día durante esos 
meses- a fin de aprobarlo durante esta Legislatura y, si es posible, antes de fin de año. 


SEÑOR POZZI.- Agradezco al señor Presidente de la Comisión y a los demás 
integrantes por la deferencia que tuvieron. 


Por supuesto, me mantendré en contacto con la Comisión y estoy dispuesto a 
considerar la sugerencia realizada por el señor Diputado Guekdjian, a fin de que la 
redacción del artículo sea más clara. 


SEÑOR OLIVERA.- Evidentemente, todos deberemos hacer gestiones en las 
internas de nuestros partidos, porque este proyecto fue tratado por la Comisión de 
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Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, y debería ser corregido por 
ella. Sin embargo, si todos hacemos gestiones y planteamos que la propuesta de que 
venga a la Comisión de Legislación del Trabajo tiene que ver con darle mayor agilidad al 
tema, seguramente la Cámara acceda. 


Es decir que tendremos que hablar con Secretaría de Cámara y ponernos de 
acuerdo en la coordinación para que se tome la resolución de que el proyecto venga a 
esta Comisión para ser corregido. 


SEÑOR POZZI.- Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado lo merece. 


(Ingresa a Sala una delegación de representantes de la Asociación de Inspectores 
de Trabajo del Uruguay, AITU) 


———La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida al Presidente de la 
Asociación de Inspectores de Trabajo del Uruguay, señor Pedro Osuna; a la Secretaria, 
señora Myriam Areco; a la Tesorera, señora Graciela Patrone; al Vocal, señor Gonzalo 
Arismendi; y a los delegados, señores Fabio Ricca y Sergio Voltolini. 


SEÑOR OSUNA.- En noviembre de 2006 AITU discutió con las autoridades 
ministeriales y con los representantes del Gobierno de entonces -OPP, Oficina Nacional 
del Servicio Civil, Ministerio de Economía y Finanzas- el régimen de exclusividad, que iba 
a comenzar a regir a partir del año 2007. En todas las reuniones que se hicieron durante 
los años 2006 y 2007 quedó claro que la permanencia a la orden, era algo que debía 
abordarse aparte del régimen de exclusividad porque es un concepto semánticamente 
distinto. Sin embargo, lamentablemente, este concepto fue incorporado en la Ley 
N* 18.172, a instancia de las autoridades que mencioné, a pesar de que era algo que no 
estaba negociado y que tenía que quedar aparte. En el Mensaje del Poder Ejecutivo del 
14 de mayo de 2007 a la Comisión de Presupuestos de la Cámara de Representantes no 
estaba incluido ese concepto. Sin embargo, en la comparecencia de las autoridades del 
Ministerio ante la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda del 7 de junio 
de 2007 -está reflejado en la versión taquigráfica del Acta N* 82- se incorpora el concepto 
de permanencia a la orden en los artículos 240 y siguientes del proyecto que después se 
convirtió en la Ley N* 18.172. 


Además, a partir de la sanción de dicha ley se produjeron una serie de hechos y de 
actitudes de parte de la Administración de las que queremos dar cuenta: se incorporó la 
permanencia a la orden; se violentó un principio básico de la negociación colectiva, que 
es la buena fe; se nos quitó la partida para ropa de trabajo, que veníamos cobrando hacía 
años; se nos quitaron los vales de alimentación, que cobraban todos los funcionarios, 
hasta los que estaban en comisión y que no eran del Inciso; se nos excluyó de los 
aumentos de recuperación salarial, que tenían todos los funcionarios públicos por aquello 
de la crisis del año 2002. A nuestro juicio se instaló la idea en la Administración de que 
esta ley le confirió potestades irrestrictas con respecto a nuestros derechos. 


También quiero mencionar que la quita de los vales de alimentación fue recurrida 
ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y que este nos dio la razón por 
unanimidad. Después de muchos años pudimos cobrar lo que se nos adeudaba. Sin 
embargo, hoy en día aún hay treinta y un inspectores que no han podido cobrar, debido a 
las chicanas jurídicas que ha hecho la Administración de un tiempo a esta parte, lo cual 
refleja las actitudes que ha tenido con respecto a nosotros. 


Otro aspecto que quiero resaltar para contextualizar nuestra situación es que 
insistentemente solicitamos al Inspector General del Trabajo de entonces, el doctor 
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Roballo, la conformación del ámbito bipartito que establece el Convenio N* 221 de 2007, 
que es reglamentario del Convenio Internacional del Trabajo N* 155. Cabe señalar que, 
como Inspectores, exigimos a las empresas privadas que cumplan ese decreto, porque 
va a favor de la seguridad; es un ámbito donde se pueden abordar temas inherentes a la 
seguridad de los trabajadores, para evitar accidentes de trabajo, etcétera. Sin embargo, el 
doctor Roballo nunca convocó este ámbito hasta después del 13 de diciembre 2011, 
cuando hubo una explosión en el Ministerio que no se sabía por dónde salir -me consta 
fehacientemente porque yo estaba presente- porque había fuego en planta baja. Eso 
sucedió cuando se estaba construyendo el Centro de Atención Ciudadana. Después de 
esa convocatoria, aunque hicimos todo nuestro esfuerzo, no pudimos conformar el 
funcionamiento regular de esa comisión bipartita, sino que anduvo a los tumbos. Sí hizo 
una escalera de emergencia, que es un verdadero mamarracho; creo que ni el más 
avezado gimnasta del "Cirque du Soleil" puede usarla. Los invito a que vayan y la vean. 
Es más: a una empresa privada no le permitiríamos algo así. 


En esa misma línea de acción de la Administración, el 17 de octubre de 2012 el 
doctor Roballo dicta una resolución a través de la cual impone un sistema de guardias las 
24 horas los 365 días del año, es decir, sin tener en cuenta feriados ni fechas patrias. Por 
supuesto que la Ley N* 18.508, sobre negociación colectiva, brilló por su ausencia; era 
una instancia para convocarnos y también se incumplió. En su momento, rechazamos 
esa resolución porque contravenía preceptos constitucionales: descanso semanal, 
limitación de la jornada, etcétera. 


En esa misma línea, nuestra Asociación insistentemente también le había 
expresado la existencia de muchas inequidades en el Cuerpo inspectivo con respecto a 
los grados y el deseo de resolverlas. El doctor Roballo se comprometió a hacerlo. Sin 
embargo, por mediados de 2013 envió al Poder Ejecutivo la reestructura del Ministerio 
-aparentemente fue conminado a hacerlo en una semana-, que es el Decreto N* 280/13. 
En su momento le dijimos que una vez más no se había cumplido la Ley N* 18.508, sobre 
negociación colectiva, y lo mismo le dijimos al Ministro actual, en un memorándum que le 
remitimos el 23 de abril de 2014. 


Todos estos elementos dan una pauta de cómo somos considerados, pero si bien 
nosotros somos inspectores, antes somos trabajadores y antes que nada, personas. 


Además, el 26 de mayo de 2014, unos días antes de irse, el doctor Roballo dictó 
otra resolución, imponiendo las marcadas de tarjeta, porque quería controlar nuestras 
actas: de hecho, nuestras actas de control tienen todos los horarios, tenemos 
coordinadores. Pero lo que más nos rechinó fue que el control fuera solo aplicado a los 
Inspectores de Trabajo de Montevideo y no para nuestros colegas del interior, la gran 
mayoría de los cuales también son afiliados a AITU. Digo esto por si algún desprevenido 
piensa que no están afiliados. Evidentemente, impugnamos esta resolución y 
comunicamos al Inspector General que no la acataríamos, porque era discriminatoria y, 
además, contravenía flagrantemente el Decreto 169/14, que rige los horarios de la 
Administración Central, por cuanto su artículo 3%, nos excluye expresamente al decir 
"excepto los servicios inspectivos", porque nosotros trabajamos en cualquier lugar del 
país, a cualquier hora y en cualquier situación; inclusive, hemos venido al Poder 
Legislativo a inspeccionar a empresas contratadas por la Comisión Administrativa. 


Dicha resolución fue impugnada y está en trámite legal. 


En junio las autoridades "cambiaron", entre comillas, porque la actual Inspectora 
General de Trabajo, doctora Demarco, fue Subinspectora cuando Roballo era Inspector 
General; pensamos que quizá cambiaría la pisada, pero lamentablemente no fue así. El 
28 de mayo de 2014, en la comisión bipartita -que anduvo a los tumbos, a pesar de las 
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ganas que le imprimió AITU- se solicitó a los representantes del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, ante nuestra preocupación por el estado calamitoso de los vehículos, 
que funcionan en condiciones severas por caminos vecinales, estancias, campos, 
recorriendo miles de kilómetros, que se hicieran las inspecciones vehiculares de rigor, lo 
mismo que se exige a una empresa privada. Pasó más de un mes y como no se nos 
informaba cómo estaban esos vehículos, el 3 de julio decidimos no usarlos, por el riesgo 
que asumíamos; inclusive, la Administración se expone a juicios si hubiera daño a 
terceros y, además, pone en peligro la integridad física de los inspectores y de los 
choferes. No obstante, el 3 de julio nos comunica que se aplicará el Decreto 410/08, 
porque nos negamos a trabajar, pero eso no es así. Nos negamos a trabajar en cualquier 
condición, porque los vehículos sí estaban en mal estado, como lo demostró la 
Inspección Técnica Vehicular que se hizo el 4 de julio al Renault Simbol, matrícula SOB 
4374. Es decir, estábamos en lo cierto. 


También en nuestra nota decíamos que nos amparábamos en el Artículo Trece del 
Convenio Internacional de Trabajo N?* 155 y en el Convenio N? 81, ratificado por Uruguay, 
y que no nos negábamos a trabajar con esos vehículos, pero que no queríamos hacerlo 
en cualquier condición. Una vez más nos preguntamos si por esta ley tenemos que 
trabajar bajo cualquier condición, avasallándose nuestros derechos como trabajadores. 


Lamentablemente, el asunto no terminó ahí. El 11 de agosto de 2014 la 
Administración reflota la resolución que establece el régimen de guardias, que es la 
misma que había dictado Roballo el 17 de octubre de 2012, donde también se impone un 
sistema de guardias, sin establecer ninguna compensación, aunque no se trata de una 
cuestión de dinero, sino más bien de principios. El 14 de agosto tomamos una medida 
-cuyos antecedentes remitimos al Parlamento- y recurrimos la resolución, porque 
violentaba el Estatuto del Funcionario Público y otros preceptos constitucionales; si bien 
están establecidos como normas programáticas, ningún jerarca puede estar por encima 
de la Constitución. 


La Administración nos convoca para el 15 de agosto y nos pide un gesto, y 
respondimos en consecuencia. El 16, 17, 18 y 19 de agosto hicimos guardias gremiales, 
pero la Administración no dio ninguna señal. Por eso, el 20 una asamblea resolvió retirar 
las guardias gremiales, y acá viene la primera frutillita de la torta. La Administración 
comienza a llamar a nuestros afiliados para saber si harían las guardias, a pesar de que 
nuestro sindicato le hubiera comunicado que las guardias en esas condiciones no se iban 
a cubrir. Esto motivó que el 21 de agosto el sindicato emitiera una declaración 
denunciando a la Administración por persecución antisindical. 


El 26 de agosto nos comunica, entre otras cosas, que consultaría a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil si se podía aplicar este régimen de guardias, invocando el 
Estatuto del Funcionario Público y remite conjuntamente la resolución de nuestro 
sindicato del 20 de agosto, cuando comunicamos el retiro de las guardias gremiales. La 
Administración nos convoca a un ámbito tripartito en la Dinatra, a su solicitud, y en la 
misma nota nos dice que se llamó a los no afiliados, lo que, a nuestro entender, es 
inexplicable, porque alguien que no impugna una resolución, que está subordinado a la 
jerarquía y no está afiliado al sindicato, por qué debería convocarse. La única explicación 
que encontramos fue que se quería presionar a los sindicalizados, porque los demás 
tienen que callarse la boca y acatar. 


A su vez, solicitamos copia de la consulta a la Oficina Nacional del Servicio Civil y la 
entrega el 29 de agosto, y el 1? de setiembre nos reunimos en la Dinatra. Allí quedaron 
claras las posiciones: la Administración no quiere compensar las guardias de veinticuatro 
horas, los trescientos sesenta y cinco días del año, y la otra frutillita de la torta fue la 
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resolución que dictaron para los inspectores del interior, que no están de guardia en 
orden alfabético, como los de Montevideo, sino las veinticuatro horas los trescientos 
sesenta y cinco días del año, es decir, siempre. Quedamos convocados para el 12 de 
setiembre. 


El 3 de setiembre se nos da cuenta del informe de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, que no se expidió sobre la pertinencia de la compensación, sino que el Estatuto, 
como es un régimen especial conforme a la Ley N* 18.172, no se nos aplicará a nosotros 
y no se expidió sobre la constitucionalidad de la resolución, y por eso el sindicato planteó 
los recursos de revocación y jerárquico, en otra órbita jurisdiccional. 


Por otra parte, la Oficina Nacional del Servicio Civil dice algo así que no por 
casualidad se instaló un régimen especial para los inspectores de trabajo, y por eso no se 
aplicarían los artículos 6 y 7* del Estatuto del Funcionario Público. Por eso, el Decreto 
319/10 excluyó a los servicios inspectivos de ese régimen especial, que fue el que invocó 
en la Resolución del 26 de mayo de 2014 el doctor Roballo para imponernos el sistema 
de marcada. Es decir, "Como te digo una cosa te digo la otra": al parecer, el mayor de 
2014 entrábamos en el régimen general y ahora, según la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, pertenecemos a un régimen especial. 


En los siete años que lleva operativo el régimen de permanencia a la orden -que 
nunca fue negociado- y de exclusividad, nunca se dejó de atender una emergencia, 
cualquiera fuera la hora, día y origen de la situación. Entonces, no entendemos por qué 
ahora se quiere imponer un régimen cambiando las condiciones. 


A su vez, en todo este tiempo AITU siempre colaboró y nunca boicoteó ni saboteó. 
Es más, muchos coordinadores están afiliados a AITU, y por esa función no se les da 
nada, sino más responsabilidad. El doctor Roballo en su momento pidió colaboración y 
AITU accedió; en principio estarían en esos cargos por seis meses, pero estuvieron años. 
Inclusive, muchos inspectores renunciaron, pero no se les aceptó la renuncia, porque 
había que organizar, y AITU se mantuvo callada y no hizo problemas. 


Es decir, AITU colaboró con la Administración. A nuestro entender, para la 
Administración el tiempo que el inspector está a la orden, limitando su tiempo personal y 
familiar, es ocio, porque sinceramente no se explicaría de otra forma. Ahora estamos 
esperando para reunirnos el 12 de setiembre para analizar los planteos de la 
Administración. 


AITU no va a aceptar este régimen en estas condiciones. 


SEÑORA ARECO.- La Administración siempre invoca que la permanencia a la 
orden está dentro del régimen de exclusividad, por lo que lo que percibimos por ese 
concepto también incluye la permanencia a la orden. En marzo de 2007 comienza a 
aplicarse el régimen de exclusividad y se establece el horario del inspector de trabajo: 
como mínimo ocho horas de trabajo y cuarenta horas semanales. 


A veces, por imperio de las circunstancias, nos vemos obligados a trabajar -feriados, 
fines de semana, etcétera, y por eso el 20 de agosto de 2007 la Administración dictó una 
resolución donde estableció que serían compensadas aquellas horas trabajadas fuera de 
las ocho horas diarias y de las cuarenta semanales. Por lo tanto, si trabajáramos durante 
la permanencia a la orden que invoca la Administración para imponer este régimen de 
guardias, seríamos compensados. Entonces, no podría estar cubierta la compensación 
en la remuneración que percibimos por estar a la orden, si nos compensan las horas. 


El fondo de la discusión es el régimen de guardias que la Administración quiere 
imponer para los fines de semana, las horas que no trabajamos, porque las trabajadas 
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son compensadas. Es decir, para AITU la permanencia a la orden debe ser compensada, 
y es lo que se discute, porque si trabajamos, se compensa. 


Un dictamen de la Suprema Corte de Justicia establece que ha postulado que el 
trabajo realizado en el marco de las guardias de retén es trabajo efectivo, aunque otra 
cosa diferente es determinar cómo debe ser remunerado, y agrega que guardia de retén 
implica no poder ausentarse, permanecer ubicable en caso de ser necesario sus servicios 
y estar preparado para la eventualidad de salir a trabajar a causa de un llamado urgente. 
Agrega en el mismo dictamen que el trabajador en esa situación no dispone libremente 
de su tiempo, porque no hubiera sido llamado para trabajar, igualmente se encuentra a la 
orden de la empresa y ese tiempo debe computarse como trabajo efectivo, conforme a lo 
previsto en el artículo 6 del Decreto Reglamentario de la Ley N* 5350 de 1957. Eso es lo 
que planteamos: ¿cómo se nos va a compensar por estar a la orden, la guardia, cuando 
no nos convoque? 


SEÑOR VAILLANT.- Cuando se habla de que están a la orden, ¿ya se trabajaron 
las cuarenta horas semanales? Es decir, trabajan ocho horas, cuarenta horas semanales 
y, además, quedan a la orden el resto del tiempo. ¿Es así? 


SEÑOR GUEKDJIAN.- Luego de las cuarenta horas semanales de trabajo, cuando 
son convocados en horario nocturno, se les compensa con horas. ¿Eso significa que a fin 
de mes trabajarán menos horas? ¿Qué significa para ustedes compensar? 


SEÑORA ARECO.- Son horas extras que quedan a nuestra disposición para que las 
tomemos cuando queramos, en un plazo de tres meses. Si las genero en el mes de 
setiembre, tengo tres meses para tomármelas, obviamente en horario de trabajo. 


SEÑOR GUEKDJIAN.- Quiere decir que la compensación no es con dinero sino con 
horas. Si pasan los tres meses y no se toman, ¿se pierden? 


SEÑORA ARECO.- Sí. Si no las tomo en esos tres meses, las pierdo. 


SEÑOR GUEKDJIAN.- ¿Se ha planteado la posibilidad de que las horas no 
tomadas se paguen subsidiariamente? Si las horas extras se generaron en un día de 
descanso, deberán pagarse dos o tres veces más. Si se ha planteado, ¿qué ha 
contestado la Administración? 


SEÑORA ARECO.- La permanencia a la orden se compensa con horas. Si se 
generan en el horario nocturno, se compensan el doble: una hora de trabajo generada 
desde la hora 21 hasta la hora 6 de la mañana, o sábados y domingos, se compensa con 
dos horas. Las horas extras generadas luego de las 18 y hasta la hora 21 de los días 
hábiles, se compensan una a una. Si no me tomo esas horas extras en los tres meses 
siguientes, las pierdo. Las Resoluciones del año 2007 establecen este criterio. 


SEÑOR GUEKDJIAN.- Quiere decir que si se trabaja de noche, se cobra. Al día 
siguiente, luego de haber trabajado toda la noche por algún accidente o evento que 
implique la necesaria permanencia del inspector, ¿tienen que presentarse en el horario 
habitual? ¿No hay un límite horario? 


SEÑORA PATRONE.- Nosotros generamos horas a compensar porque no tienen 
una retribución en dinero por parte de la Administración; en otros lugares serían horas 
extras. 


Cuando salimos de noche o de madrugada, tenemos dos opciones. Si fueron pocas 
horas, podemos presentarnos a trabajar al día siguiente y utilizar las horas que 
generamos dentro de los tres meses siguientes a esa inspección. Si fueron muchas 
horas, podemos asumir que las horas de la inspección equivalen a las del día posterior. 


-8- 


Si el jueves trabajamos de madrugada, el viernes no nos presentamos a trabajar, pero en 
este caso no generamos horas extras. Las horas extras las estaríamos gastando el día 
inmediato posterior a la actuación. La otra posibilidad es que nos presentemos sin dormir 
en el horario habitual de trabajo, como si no hubiéramos trabajado de madrugada. 


Este es uno de los cuestionamientos que hacemos a la Administración con respecto 
al sistema de guardias. Si uno está de guardia de retén el fin de semana y justo le toca 
actuar el domingo de madrugada, el lunes se tiene que presentar en su horario habitual 
de trabajo, que funciona entre las 8 y las 18 horas. Es lo que establecen las Resoluciones 
de la Administración, aunque legalmente esté exceptuado. 


Entonces, ¿qué pasa con el sistema de guardias? No solo se trata de cómo se 
pagará ese retén sino de una cuestión de salud y de seguridad del trabajador. Mientras 
nosotros decimos al resto de los trabajadores que tienen que descansar, por su salud 
física y mental, la Administración nos impone un sistema en el cual no toma en cuenta el 
descanso. La Administración considera que los inspectores no somos trabajadores ni 
funcionarios públicos, ya que no nos aplica el Estatuto del Funcionario Público. Tampoco 
prevé lo mínimo que establece para el resto de los trabajadores, pero tenemos que estar 
siempre a disposición del Estado a fin de hacer cumplir el derecho laboral para los otros 
porque para nosotros no se aplica. 


SEÑOR RICCA.- Con respecto a la compensación, en nuestro caso no se cumple 
con el principio del derecho laboral de la norma más favorable al trabajador. Al aplicarse 
ese régimen especial establecido por la ley y las Resoluciones del año 2007, se nos 
compensan las horas en forma doble solamente entre la hora 21 y la hora 6 de la 
mañana, y con el plazo de vencimiento de tres meses. Sin embargo, el Estatuto del 
Funcionario Público, que es posterior en el tiempo pero que no sería un régimen especial, 
establece una compensación doble para todas las horas extras y sin vencimiento. 


A su vez, con respecto al régimen de guardias que quiere establecer la 
Administración, entienden que cuando se realizan actuaciones en el interior del país, más 
allá de los 50 kilómetros, que impliquen el pago de viáticos, no se compensan horas 
extras. En el interior se puede trabajar doce o dieciséis horas, pero no se compensan. 
Ellos han adoptado ese criterio siempre: no las compensan. En el caso de las guardias 
que quieren establecer, tampoco las compensarían. O sea que si un inspector debe 
concurrir al interior por una guardia un sábado o un domingo, el lunes se tiene que 
presentar porque no se lo compensan. Entienden que con un viático, que en realidad 
compensa el desarraigo, están pagas esas horas extra. 


SEÑOR OLIVERA.- Actuaremos como hemos hecho hasta ahora: enviaremos la 
versión taquigráfica de esta sesión a la Inspección General del Trabajo y la Seguridad 
Social e invitaremos a las autoridades del Ministerio a fin de que den su versión y sus 
explicaciones sobre lo aquí vertido. 


El régimen de descansos, ¿es rotativo o descansan todos el mismo día? ¿Trabajan 
de lunes a viernes? Suponemos que siempre hay gente presente en la Inspección 
General del Trabajo para acudir ante los llamados. 


¿Qué significa estar a la orden? ¿Estar en los locales asignados para hacer los 
operativos o régimen de circulación libre a la espera de un llamado o de que los vayan a 
buscar para cumplir con una tarea determinada? 


Finalmente, haré una apreciación personal. Creemos que el régimen de 
compensación horaria es parte de la negociación colectiva. En algunas leyes hemos 
considerado la compensación horaria como una forma de retribución: trabajar una hora 
implica tener dos horas a compensar. De modo que no es el único lugar en el que esto 
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está establecido; en algunos rubros está acordado y en otros está establecido por 
régimen de trabajo. En la ley de nocturnidad, que hemos votado estos días, hemos 
establecido que el trabajo nocturno deberá ser compensado con dinero o con reducción 
horaria. Así que la compensación horaria no es algo nuevo. Hay personas que tienen este 
régimen desde hace muchísimo tiempo. 


SEÑOR OSUNA.- Las horas de trabajo, conforme a lo que establece la ley, son 
ocho horas diarias y cuarenta horas semanales. No obstante, siempre estamos a la orden 
porque así lo establece la ley; así se hizo durante estos siete años. Nunca nos negamos 
a trabajar; no hay ninguna prueba de incumplimiento de nuestra parte. Siempre que nos 
llamaron, buscamos la forma: si no podía uno, podía el otro. Nos llamaban a nuestros 
teléfonos particulares para decirnos: "Pasó algo en Maldonado". Si la contestación era: 
"Yo estoy en Artigas", se buscaba a otro inspector. Los llamados siempre se atendieron. 


La guardia se cumple en nuestras casas. No nos podemos movilizar. Si tenemos 
programado ir al interior o concurrir a alguna fiesta familiar, estamos limitados. Este 
sistema acota el tiempo personal y familiar. 


La compensación se paga con horas. La permanencia a la orden se paga en un 
número importante de organismos del Estado: Oficina Nacional del Servicio Civil, Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, Tribunal de Cuentas. En todos lados pagan; a nosotros 
no nos pagan. No estamos pidiendo dinero sino una compensación en horas, aunque no 
renunciamos al dinero por cómo fue la negociación. La historia condiciona. Hay que ver 
las versiones taquigráficas de entonces que mencioné, así como el Acta N* 82, la versión 
taquigráfica de la Comisión de Presupuestos de entonces y la comparecencia de las 
autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el 13 de marzo de 2007 a esta 
Comisión. Siempre estuvo presente el tema de la exclusividad. Establecieron la 
permanencia a la orden y hoy estamos embretados por esa ley, que habrá que modificar. 
En principio, son horas lo que reclamamos. 


SEÑOR OLIVERA.- Falta aclarar lo relativo al régimen de descansos, acerca de si 
es fijo o rotativo. 


SEÑORA ARECO.- Todos trabajamos de lunes a viernes. Cuando tenemos que 
hacer nocturnas o sábados y domingos, lo programamos. Cuando sabemos que 
tendremos una inspección nocturna, lo programamos en la semana. Dependiendo de la 
hora, generaremos horas extra. Las guardias de fines de semana y luego de la hora 18, 
las cumplimos en nuestros domicilios. La Administración nos proporciona un celular y 
$ 1.000 por si viene una nocturna a las 2 de la mañana y tengo que salir sola. En 
realidad, tenemos una disposición por la que, por nuestra seguridad, las inspecciones se 
hacen de a dos. Imaginen que me toca una guardia nocturna a las dos de la mañana y 
tengo que ir a cualquier lugar alejado: debo buscar un taxi, un remise o cualquier otro 
medio de transporte para llegar ahí 


También se está hablando de cómo se van a implementar esas guardias. La 
respuesta es que de lunes a viernes, todo. Lo que veníamos haciendo estos siete años 
era que cuando teníamos algo extra programábamos, a los efectos de saber los 
inspectores que iban, cómo íbamos a hacer y si iríamos o no con autos del Ministerio. Los 
fines de semana ocurría lo mismo. 


Ahora es distinto: vamos a estar de guardia sábado y domingo, con un celular y ahí 
nos tendrán que llamar para ir al lugar que sea. 


SEÑOR VAILLANT.- No me quedó claro. Cuando realizan el trabajo los días 
hábiles, ¿dónde cumplen el horario? ¿Tienen discrecionalidad de libre circulación o están 
dentro de la oficina? 
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SEÑORA ARECO.- Estamos en la oficina. Nosotros vamos a trabajar y marcamos 
tarjeta en el Ministerio; estamos entre la hora 8 y la hora 18. Eso quiere decir que si entro 
a la hora 8, salgo a la hora 16, si no tengo nada más que hacer; y así, pero nuestra tarea 
es en la calle. Si tenemos órdenes de servicio de visitar empresas lo hacemos, siempre 
cumpliendo las ocho horas de trabajo. Si entro a la hora 8 y a la hora 9 tengo una 
inspección, después vuelvo al Ministerio. 


Cuando vamos al interior, obviamente nos vamos una semana, porque nos dan 
órdenes de servicio para hacerlo. Vamos en coches oficiales o en ómnibus si es una 
localidad céntrica de un departamento y ahí estamos en el interior del país trabajando, 
alojados en un hotel, y saliendo a hacer las órdenes de servicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego de que se retiren, la Comisión seguirá trabajando 
sobre la base de vuestros planteamientos, como bien lo ha manifestado el señor Diputado 
Olivera -en todas las ocasiones siempre se hace de la misma manera-, invitaremos a las 
autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, se les hará llegar la versión 
taquigráfica y seguramente alguno de los colegas realizará alguna sugerencia con 
respecto a lo planteado. 


La Comisión de Legislación del Trabajo agradece vuestra presencia, porque han 
sido muy claros. 


(Se retira de Sala una delegación de la Asociación de Inspectores de Trabajo del 
Uruguay, AITU) 


SEÑOR OLIVERA.- Evidentemente, a este grupo de trabajadores le asiste el 
derecho adquirido de un funcionamiento histórico y tradicional, pero ante esta nueva 
situación y de cara al nuevo Presupuesto nacional, deberemos intercambiar con el 
Ministerio que corresponda, para ver la permanencia de los inspectores de trabajo con un 
régimen que, evidentemente, ha quedado obsoleto para el nuevo funcionamiento 
económico y social, en el que hay infinidad de actividades que se cumplen durante las 24 
horas del día y también durante los fines de semana. Esto deberá ser corregido, porque 
el régimen no condice con el funcionamiento que ha adquirido la sociedad. 


Queremos que quede constancia en la versión taquigráfica que así como ha 
generado algunos conflictos el tema de los inspectores de tránsito en Montevideo, creo 
que en este caso también tenemos una necesidad imperiosa de evitar este tipo de 
situaciones y no estoy hablando de los que ya tienen este régimen, sino de los nuevos 
ingresos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si están de acuerdo, propondría invitar a las autoridades 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de la Inspección General de Trabajo, a 
quienes les haremos llegar la versión taquigráfica de lo aportado hoy por el gremio. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 
———Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Así se procederá. 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Olivera) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión Administradora del Parque 
Tecnológico Industrial del Cerro, PTIC) 


SEÑOR PRESIDENTE (Olivera).- La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el 
gusto de recibir a la Comisión Administradora del Parque Tecnológico Industrial del Cerro, 
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representada por su Presidente, el señor Guillermo Gonsalves; por el Representante de 
las empresas autogestionadas y cooperativas, señor Walter Bercunchelli, y por el 
Representante del PIT- CNT, señor Héctor de los Santos. 


Les hicimos llegar las denuncias que hizo una empresa allí instalada, Nogalina, que 
habla de las condiciones de trabajo y hace una mención específica a una omisión del 
Parque Tecnológico. Por lo tanto, como es de estilo de esta Comisión, se les manda la 
versión taquigráfica y se escucha a la contraparte para ver cuáles son las visiones que se 
tienen de la misma situación. 


SEÑOR GONSALVES.- Agradecemos mucho la invitación. 


Queremos pedir disculpas porque nos acompañarían Roberto Suárez, que 
representa Apropit, que es la Asociación de Promotores de Parques Industriales y 
Tecnológicos, y al señor Jorge Alvarez, que representa a la asociación de trabajadores 
del PTI, quienes por tema de agenda no pudieron venir. 


Nuestra Comisión Administradora está integrada por cinco miembros: dos 
representantes de las empresas, dos representantes de los trabajadores y un 
representante de la Intendencia de Montevideo. 


Queremos darles algunos datos, porque a veces no se conoce la real dimensión de 
un proyecto como es el Parque Industrial y Tecnológico del Cerro en este proceso de 
quince años. 


En primer lugar, hay que resaltar que un parque industrial es una instrumento 
económico de desarrollo de un territorio que hoy está localizado en el Municipio A. Es una 
herramienta de desarrollo que actualmente está compuesta por 80 empresas, de una 
heterogeneidad productiva y sectorial diversa: empresas en el área textil y vestimenta, 
alimentaria, medioambiental, plástico, vidrio, ingeniería eléctrica, madera, naval, 
metalúrgica, de servicios, que involucra a más de mil trabajadores. El 60% son 
trabajadores de la zona del Cerro. 


Estas empresas también tienen una gran heterogeneidad desde el punto de vista 
jurídico: son empresas unipersonales, sociedades anónimas, sociedades de 
responsabilidad limitada, cooperativas, emprendimientos autogestionados, etcétera. 


Se trata de un parque público departamental, de propiedad de la Intendencia de 
Montevideo -o sea, de los montevideanos y montevideanas- que, en diciembre del año 
pasado, luego de quince años de su creación, fue declarado el parque más grande a nivel 
nacional por la Ley de Parques Industriales. Es importante tener presente todo esto 
porque, a veces, se pierde la dimensión de este instrumento de desarrollo. 


A su vez, ahí se están desarrollando de manera simultánea tres instrumentos que 
hacen al valor agregado del parque: un centro de capacitación, un centro de investigación 
tecnológica y un centro cultural. Estas tres herramientas implican el desarrollo del 
conocimiento, de las capacidades y de la cultura conectados al mundo del trabajo y de la 
industria, en una zona, como es el oeste de Montevideo, que en su proyección de 
mediano y largo plazo será productiva por excelencia, y la que creemos que a través de 
la política industrial, laboral y de desarrollo de capacidades, podrá levantar determinadas 
restricciones socioeconómicas que tiene. O sea que es importante dimensionar eso y no 
nos parecía menor comentarlo. 


Además, queremos invitar -tal como ya lo hemos hecho en otros ámbitos- a los 
integrantes de la Comisión de Legislación del Trabajo para que nos puedan visitar y 
puedan ver el proyecto en el lugar. 
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En lo que tiene que ver con el motivo de la convocatoria, es decir, para exponer 
sobre la empresa Nogalina, la Comisión Administradora aceptó unánimemente la 
invitación. 

Quiero aclarar que desde que la Comisión Administradora se enteró de la situación, 
siempre actuó en consecuencia, recibiendo el 13 de febrero de 2014 a una delegación de 
los trabajadores de Nogalina para plantear las circunstancias. Asimismo, ese mismo día 
se convocó al empresario, señor Antonio González, quien nos dio su versión. En esa 
instancia se resolvió por consenso acercar a las partes a efectos de que levantaran las 
diferentes restricciones planteadas y de que pudieran restablecer el ámbito de 
negociación bilateral en la Dinatra, cuestión que efectivamente se llevó a cabo 
posteriormente en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Reitero que esta situación la abordó la Comisión Administradora en las sesiones del 
13 y del 27 de febrero de 2014. 


Queríamos dejar claro que la Comisión Administradora, delegada de la Intendenta 
por el artículo 278 de la Constitución de la República, trató este tema. 


Por otro lado, dentro de las diferentes articulaciones que la Intendencia lleva 
adelante a nivel interinstitucional e intrainstitucional respecto a todos los emprendimientos 
del Parque, se realiza un doble control, por ejemplo, que las empresas tengan vigentes 
ciertos certificados: Certificado Unico de DGl y del BPS, planilla de trabajo y certificado 
del Banco de Seguros del Estado. Además, dependiendo de las especificaciones y 
características del emprendimiento, nos aseguramos de que se cuente con las 
habilitaciones correspondientes, por ejemplo, por parte de la Dirección Nacional de 
Bomberos, la verificación del sistema de instalaciones mecánicas y eléctricas, si se trata 
de locales comerciales, autorización de Bromatología y de la Dinama para aquellos 
emprendimientos comprendidos en la normativa nacional. 


Cada dependencia -nacional o departamental, dependiendo del área- tiene 
jurisdicción para actuar en los diferentes emprendimientos del Parque. Asimismo, la 
Comisión Administradora ejerce control sobre estos. 


A su vez, en lo que tiene que ver con las decisiones que desde el punto de vista de 
las inversiones de carácter público en el Parque toma la Comisión Administradora, hemos 
priorizado las cuestiones relativas a la seguridad edilicia, salud, etcétera. En ese sentido, 
se ha confeccionado un plan de obras a ejecutarse en el Edificio Azul en el que está 
localizado este emprendimiento. Entonces, dentro de las obras definidas el año pasado a 
ejecutarse con recursos de este año, para la azotea figuran: limpieza general de 1.600 m? 
de azotea, retiro de muretes, restos de pared -5mf?*-, arreglo de 220 m? de pretiles, 
colocación de 8 caños de bajada de 150 mm, pintura impermeabilizante, se tomaron 
medidas de no transitividad, colocación de rejas para la empresa Nogalina, camineros de 
madera con colocación U1, acondicionamiento de tanque de hormigón, arreglo de 
paredes, impermeabilización interior, colocación de cañerías para el abastecimiento de 
agua hacia el tanque superior, conexión a red de incendios desde el tanque superior, 
acondicionamiento de abastecimiento de agua, acondicionamiento edilicio, cañerías para 
el abastecimiento de agua a tanques superiores, colocación de bandejas de distribución 
en pisos, distribución de cañerías para el abastecimiento de agua. 


En cuanto a la azotea del anexo del Edificio Azul, se le hizo una limpieza general, 
retiro de muretes, reparación de pretiles, colocación de caños de bajada, pintura de 
imprimación, colocación de membrana asfáltica, acondicionamiento de tanque de agua de 
hormigón, impermeabilización interior de tanques, colocación de tanques inferiores con 
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bomba, cañerías de abastecimiento de agua hacia tanques superiores, colocación de 
bandejas de distribución en piso, distribución de cañerías de abastecimiento de agua. 


Además, en las escaleras del Edifcio Azul, se hizo el retiro de revoques flojos, 
revoques, pintura de cajas de escaleras, arreglo de frentes de escalones, colocación de 
barandas faltantes, colocación de puertas cortafuegos. 


Se está trabajando en la ejecución de estas obras, que en este caso, dependen de 
inversión pública departamental. 


Asimismo, se está culminando con la demolición de una parte del Edificio Azul -una 
infraestructura ociosa-, que no se podía recuperar, para la ejecución de emprendimientos. 


Una vez culminadas estas obras -está calculado que para fin de año-, para la 
Administración del Parque se habrían cumplido los objetivos de inversión planteados para 
esa zona. 


Entonces, respecto al proyecto del Parque, la Comisión Administradora ha tomado 
decisiones de inversión para ese Edificio, ha ejercido el control de certificados y 
habilitaciones. Además, la Comisión Administradora definió conjuntamente con la 
Facultad de Ingeniería a través del Programa de Extensión Universitaria -como contaba al 
inicio de mi exposición, tenemos un centro de capacitación e investigación con el IMPI, 
Instituto de Mecánica y Producción Industrial, que depende de la Facultad de Ingeniería, 
Universidad de la República, de extensionismo industrial-, la intervención de estudiantes y 
docentes en el proceso productivo de Nogalina; eso se está desarrollando. 


No quería dejar de comentarles en qué consiste este proyecto. Si los señores 
Diputados quieren, puedo acercarles los detalles de esta intervención que se llevará a 
cabo durante todo este año. La idea es que sirva no solamente desde el punto de vista 
del aprendizaje, del desarrollo del conocimiento para los estudiantes -son avanzados; es 
un Instituto muy reconocido en la Facultad- sino también para el mismo emprendimiento y 
para los trabajadores de la empresa. 


Se realizó un relevamiento de la planta, indicándose la zona de producción y flujo de 
la materia prima; esto ayudó al entendimiento del proceso que se llevaba a cabo, desde 
el vellón natural hasta la madeja teñida, etiquetada y envasada. Por otra parte, se logró 
identificar problemas en la línea de producción; se hizo el relevamiento e instalación de 
agua caliente con el fin de entender su uso, secado y teñido de lana y detectar en el 
proceso posibles pérdidas de lana, secado de la lana y el uso de agua caliente 
desechada. De esto se trata la intervención. 


Se proyectó cerrar esta primera etapa en noviembre de este año, cuando los 
estudiantes culminen su participación, con la intención de continuar con futuras 
intervenciones a partir de marzo del próximo año, tanto en la empresa en cuestión como 
en otros emprendimientos del Parque Tecnológico Industrial. 


Este es un ejemplo de la política institucional que tiene el Parque en cuanto a 
conectar el conocimiento con los problemas reales que presentan los emprendimientos 
productivos e industriales del Parque. Es decir que se trata de conectar la academia con 
la realidad industrial, y el Parque lo permite; existen ejemplos claros en varias 
dimensiones. 


Es la visión que queríamos trasmitirles. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Agradecemos la invitación de la Comisión; siempre 
estaremos a disposición. No es la primera vez que venimos; en otras oportunidades 
-durante el largo período de treinta años- fue para abordar otras situaciones. Siempre 
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hemos sido muy bien recibidos. Además, hay que destacar el rol que en diferentes 
aspectos ha jugado esta Comisión. 


Reafirmando las expresiones del Presidente de la Comisión Administradora del 
Parque Industrial Tecnológico, señor Gonsalves, el Parque ya tiene quince años: para 
algunos, formalmente tiene algún año más. 


Pertenezco al Departamento de Desarrollo Productivo del PIT- CNT. Este 
Departamento está integrado por los sindicatos y yo pertenezco al de la madera, que 
tiene que ver con la industria de la madera y la forestación. Por estas razones es que 
estoy provisoriamente desempeñándome en este período; ya me antecedieron otros 
compañeros del PIT- CNT. 


Este Parque siempre estuvo participando desde el propio PIT- CNT. Comenzó sus 
actividades en la década del noventa, en un momento muy crítico del sector industrial, 
con una desocupación muy feroz. Pero no solamente había un problema de 
desocupación sino de crisis industrial; la situación afectaba a los trabajadores pero 
también a los empresarios, que en muchos casos también eran obreros. Se revolvían 
como podían. Entonces, la Intendencia habilitó este espacio a fin de que los diferentes 
emprendimientos fueran desarrollándose. En medio de esas ruinas del viejo frigorífico se 
fue manoteando a lo cachorro -según un dicho criollo-, se fue saliendo. En ese proceso, 
algunos sobrevivieron, pero muchos sucumbieron. El Parque estaba en medio de ruinas; 
parecía un campo de guerra en un país que ya en ese tiempo -hace quince años- contaba 
con una legislación muy avanzada. Por lo tanto, aquí no vamos a descubrir nada desde el 
momento en que se arrancó en medio de grandes irregularidades. 


Transcurrido un tiempo, el Parque, como complemento, cuenta con saneamiento; 
este año concluyó la obra que comenzó en el último semestre del año anterior. Señalo 
estas cuestiones para que se aprecie en qué condiciones se ha venido remando. 


El Parque ha ido floreciendo y en noviembre fue declarado Parque Industrial; es uno 
de los Parques más importantes; fue declarado Parque Industrial, pero trabajan mil 
obreros. Pero hay una cuestión que creemos es digna de ser rescatada -preocupa tanto a 
la Intendencia como a las distintas Comisiones Administradoras- y es que debemos hacer 
honor al nombre: Parque Tecnológico Industrial. Esto requiere tecnología, desarrollo. Por 
eso es que para Nogalina -puede ser otra empresa- se han desarrollado lo que tiene que 
ver con la UTU, los cursos de capacitación, líneas de investigación como la relativa a la 
fibra óptima, el lanzamiento de diferentes mecánicas, el desarrollo de proyectos de 
investigación de riego, de apoyo al tambo, etcétera. 


Quiere decir que hay un conjunto de cosas que hacen al desarrollo y al nombre del 
Parque Tecnológico Industrial. En medio de esto, a veces se dan vaivenes y en el caso 
de la empresa Nogalina, como consta en la versión taquigráfica, los trabajadores 
estuvimos participando en la mediación correspondiente. Pero como Comisión 
Administradora no hemos tenido la solicitud del sindicato que agrupa a estos 
trabajadores, que son los textiles, para conocer cuál es su situación. En la versión 
taquigráfica se dice que fueron despedidos por mala conducta, y que son dirigentes 
sindicales. Si esto es así, debe haber una inmediata reinstalación y un reclamo 
justificado. En la Comisión Administradora no hemos tenido ninguna nueva instancia con 
el sindicato sobre esta situación. Sin estar explícitamente establecido en el Reglamento, 
hacemos un seguimiento de las empresas a fin de que sean respetuosas de las 
relaciones laborales y demás. Toda empresa que no tenga un buen comportamiento con 
los trabajadores, obviamente es objeto de la mirada más incisiva por parte de la Comisión 
Administradora. Haremos todo lo que esté a nuestro alcance, como hablar con la 
organización que los representa, que es la Asociación de Promotores del Parque. Ellos 
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tienen su agremiación y también está la gestión directa de la Comisión Administradora 
con estos empresarios. Hasta donde nos consta, la disposición de haber sido objeto de 
persecución sindical, debería expresarse en la convocatoria de reinstalación de esos 
trabajadores. Seguiremos trabajando en esto y lo impulsaremos en la Comisión 
Administradora. 


Por otra parte, incluida la empresa Nogalina, se está haciendo toda la 
regularización. Nosotros no podemos pasar -en mi caso, como integrante de la Comisión 
Administradora, por más que sea del PIT- CNT- por encima de las potestades de cada 
sindicato. Igual pasa, en cierta medida, con lo que son las instituciones: Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, bomberos, Banco de Previsión Social. Nos soportamos en el 
formato que tienen esas instituciones. De alguna manera, para nosotros la validez del 
estado de las distintas empresas lo tienen que dar los estamentos públicos, es decir, el 
BPS, el Banco de Seguros. A su vez, se hace el control a través de los planes de negocio 
que tiene que presentar cada emprendimiento y después un seguimiento del control de 
las obras que se están haciendo. 


Termino por aquí diciendo que quedamos a disposición de los señores legisladores. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer algunas preguntas. 


Me gustaría saber cómo actúa la Comisión Administradora frente a algunas 
afirmaciones que aparecen aquí como, por ejemplo, que el Banco de Seguros pide que 
se coloquen bombas de trasiego para el ácido y la Inspección General del Trabajo llama 
la atención porque trabajan en esas condiciones. Es decir, ante un informe que llame la 
atención a la Comisión Administradora, cómo actúa frente a estas situaciones. Si bien es 
cierto que no tienen las potestades de la Dinama para profundizar algunos temas o el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para sancionar, cómo se actúa frente a 
determinados llamados de atención cuando, por ejemplo, las empresas no cumplen en 
tiempo y forma o si esos llamados de atención llegan a la Comisión Administradora, o van 
directamente a la empresa, que es la que debe resolver. 


SEÑOR GONSALVES.- Capaz que el ejemplo que voy a dar contesta su pregunta. 
Me refiero a cómo actuamos con el tema de Nogalina. 


Es un tema que formó parte del orden del día y recibimos a una representación de 
los trabajadores y a una de los empresarios. En ese momento, en la Comisión bilateral de 
la Dinatra, que ellos integraban, la negociación estaba suspendida. Producto de ello se 
logró reestablecerla, y se actuó en consecuencia. 


Cualquier organismo nacional y departamental, tiene todas las potestades para 
actuar de acuerdo con la órbita de su jurisprudencia. Esta empresa tiene al día el 
certificado único de la DGl que se renueva una vez al año, el certificado único del BPS 
que se renueva cada seis meses, la planilla de trabajo que demora un año la presentó el 
28 de febrero de 2014, el certificado del Banco de Seguros del Estado, que se renueva 
cada cuatro meses y la póliza también la tiene al día. En definitiva, estas son las 
instituciones que tienen mayor juridisporudencia en esa temática. 


En lo que tiene que ver con cuestiones que pueden ayudar a levantar algunas 
restricciones, y que también hacen a la salud, higiene y seguridad -como bien expresé 
cuando mencioné las prioridades de inversión que tomamos para levantar esas 
restricciones- también lo hace la Comisión Administradora. El edificio azul, donde está 
localizado este emprendimiento, es nuestra responsabilidad y por eso tomamos la 
decisión de priorizar la inversión pública. Esto va a dar a todos los trabajadores y 
empresarios de ese edificio mejores condiciones para desarrollar su trabajo. 
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En el caso del departamento de Desarrollo Ambiental de la Intendencia, el SIME, 
tiene la habilitación correspondiente hasta el 2016. En definitiva, determinadas exigencias 
de la normativa nacional y departamental, más allá de que en primer lugar hay 
jurisdicción de esas instituciones, nosotros también controlamos. Además, sabemos de 
dónde se partió, dónde estamos y hacia dónde vamos. El Parque está en continua 
transformación y desarrollo, y a lo largo de estos quince años ha mostrado una evolución 
importante. A modo de ejemplo, hay saneamiento ambiental que implica no solo la red de 
agua potable y la red de incendio del Parque, sino que va a estar conectado a lo que es la 
obra de saneamiento del emisor de Punta Yeguas; integra el Plan de Saneamiento IV que 
tiene la Intendencia. Esta obra se pudo concretar con préstamos del BID y va a dar una 
calidad al proyecto del Parque más grande de la actual. 


Como dije, el Parque está continuamente en transformación; hay partes que se 
están reconstruyendo. Los mismos emprendimientos dentro de la propuesta de instalarse 
tienen que presentar un plan de negocios, o sea un proyecto, y un plan de obras. La 
característica de declaración de parque por la ley no es menor, porque de esa forma está 
amparado por la ley de inversiones. Como ustedes saben esto tiene exoneraciones, 
beneficios tributarios a la hora de poder desarrollar la inversión. Esto pasa por la Comap 
del Ministerio de Economía y Finanzas. Hasta diciembre del año pasado esto no existía, y 
ahora permitirá aumentar la inversión privada del Parque, y a su vez la inversión pública, 
porque también hay beneficios para el instalador, que en este caso es la Intendencia de 
Montevideo. O sea que hay beneficios para el instalador y también para los usuarios. Hoy 
el Parque todavía tiene infraestructura para localizar más emprendimientos. 


Hay áreas donde hoy estamos desarrollando el centro de capacitación, no solo con 
la UTU, sino también con la Universidad, con las empresas y organizaciones sociales que 
trabajan con diferentes colectivos. Como dije antes, tiene una transformación constante, 
porque estamos convencidos de que es una herramienta de desarrollo de un territorio, en 
el que hubo cultura y capacidades industriales históricas. No hay que olvidar que eso era 
la industria frigorífica, que se desarrolló básicamente en el Cerro y La Teja. Nos referimos 
a la industria frigorífica del siglo XIX, que en un principio fue saladero y luego frigorífico. 
En 1959 se convirtió en el Frigorífico Efcsa -Establecimiento Frigorífico del Cerro S.A-, y 
en 1992 cerró, producto de la desindustrialización del país y la Intendencia de Montevideo 
compró esa estructura. Hoy es una realidad de desarrollo que se seguirá mejorando, 
profundizando. En definitiva, transformó lo que era una industria frigorífica en varias 
industrias de acuerdo con la tecnología que tiene hoy, dándole una riqueza como parque, 
y la sinergia y la complementación que puede haber en los diferentes emprendimientos 
productivos. 


SEÑOR PRESIDENTE- Agradecemos la pronta concurrencia frente a este tema y 
por el tiempo y la información brindada. 


SEÑOR GONSALVES.- Solo queremos reiterar, en nombre de la Comisión 
Administradora del Parque Tecnológico Industrial del Cerro, la invitación a la Comisión de 
Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes, ya que nos gustaría que nos 
visitara. Cuando los señores Diputados quieran hacerlo, pueden llamarnos y nosotros 
agendaremos rápidamente la visita, ya que no solo queremos contar a los señores 
Diputados lo que allí sucede, sino también mostrarles el Parque. 


Por lo tanto, estamos a sus órdenes para cuando nos quieran convocar. 
(Se retira de Sala la Comisión del Parque Tecnológico Industrial del Cerro -Capit) 
(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato de Trabajadores del Transporte -STT) 
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——La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a una delegación del 
Sindicato de Trabajadores del Transporte -STT-, integrada por su Presidente, el señor 
Sergio Toledo, su Secretario General, el señor Diego Peña, y los señores Rafael Barreto, 
Leonardo Benitez, Juan da Silva, Jesús Lorenzo y Jacinto Nieves. 


SEÑOR TOLEDO.- Nosotros formamos parte de un sindicato nuevo, que ya 
concurrió a esta Comisión debido a que no fuimos reconocidos, en tiempo y forma, por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En tal sentido, hicimos la denuncia 
correspondiente y fuimos reconocidos por el Ministerio. Posteriormente, seguimos 
algunos pasos legales con la empresa, y el 21 de junio presentamos el sindicato ante sus 
autoridades. En esa ocasión solicitamos una entrevista para tratar algunos temas legales, 
y luego esperamos la contestación de la empresa, pero esta se negó a recibirnos. Más 
adelante, el 4 de agosto, solicitamos nuevamente una reunión con la empresa, aclarando 
específicamente la razón por la que queríamos mantener esa entrevista. En realidad, 
nosotros queríamos referirnos a los artículos 4*, 6% y 8* de la Ley N* 17.940, de Libertad 
Sindical, que refiere a derechos sindicales y negociación colectiva. Luego de realizada la 
solicitud esperamos diez u once días a que se reuniera el Directorio y recibir una 
contestación, pero en esa oportunidad tampoco tuvimos eco de parte de la empresa. 


Por esa razón, el 15 de agosto, por nota, se solicitó al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social que citara a la empresa a fin de llevar a cabo una negociación tripartita, 
ya que el artículo 9? de la Ley N* 17.940 comete al Ministerio la instrumentación de 
mecanismos tripartitos para acercar a las partes; ese fue el pedido específico que 
realizamos al Ministerio. 


Luego de ello, el Ministerio nos citó a una reunión, la que se llevó a cabo el 26 de 
agosto. En esa ocasión, nos recibió la doctora Paola Opertti en representación del 
Director Nacional de Trabajo, y nosotros concurrimos con nuestra asesora legal. En 
realidad, cuando comenzamos a conversar advertimos que no tenía noción de lo que 
íbamos a plantear, y ni siquiera tenía conocimiento de la nota que habíamos enviado al 
Ministerio. Es más, nuestra asesora legal tuvo que hacerle llegar una copia de la nota 
cursada porque la doctora no sabía de qué íbamos a hablar. En lo personal, pienso que si 
las cosas son así, esa Secretaría de Estado y la empresa nos están tomando el pelo. Es 
más, desde el 26 de agosto -hoy es 10 de setiembre- hemos llamado a la doctora Paola 
Opertti no menos de ocho veces, ya que queremos saber para cuándo se va a fijar la 
reunión, teniendo en cuenta que ella nos dijo que iba a tomar nota, que ¡ba a presentar el 
asunto al Director Nacional de Trabajo, el señor Luis Romero, y que luego nos daría una 
contestación. Como dije, la llamamos alrededor de ocho o diez veces a la Secretaría; en 
algunas ocasiones no nos atendieron y en otras nos dijeron que todavía no tenían 
ninguna novedad sobre ese tema. 


Esa es la razón por la que solicitamos una entrevista con la Comisión de Legislación 
del Trabajo, ya que ninguna institución, ya sea pública o privada, puede desconocer lo 
que establece una ley; si es así, estaría faltando a algo relevante de nuestro Estado. 
Nosotros somos un Estado de derecho y nos regimos por las leyes, y creo que todos los 
integrantes de esta sociedad deben cumplir la ley. Por lo tanto, si la empresa no lo hace, 
y la Secretaría de Estado a la que nos dirigimos -que es la que debería hacer cumplir la 
ley-, tampoco se ocupa -porque la persona que nos debería recibir no lo hace y solicita a 
una abogada que nos atienda, que no resuelve nada y le da largas al asunto-, me da que 
pensar. En realidad, no quiero dejar volar mi imaginación, porque lo haría por tintes 
políticos; de todos modos, podría pensar que no quieren meter el dedo donde los están 
ayudando; en realidad, es un tema un poco complicado. 


SEÑOR VAILLANT.- ¿A qué empresa se está refiriendo? 
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SEÑOR TOLEDO.- A la empresa Cutcsa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Evidentemente, la Comisión citará al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social para que dé su versión sobre la situación planteada y le enviará la 
versión taquigráfica de la sesión de hoy. 


Me gustaría saber si el Sindicato de Trabajadores del Transporte tiene personería 
jurídica, si la está tramitando, o si se constituye como una sociedad. Hago esta pregunta 
porque se podría entrar en la pugna de cuál es el sindicato más representativo; me refiero 
a esas viejas historias que todos conocemos. 


En realidad, con muchos compañeros, cuando nos disputábamos la representación 
del sindicato, mantuvimos una permanente disputa, ya que ellos tenían personería 
jurídica y nosotros, si bien éramos el sindicato más fuerte, no la teníamos. 


Por lo tanto, si bien estos elementos no hacen a la esencia del planteo, son 
importantes para la forma jurídica de procesar la información. 


SEÑOR LORENZO.- En este momento estamos en proceso para conseguir la 
personería jurídica, pero se hace difícil porque todo tiene un costo. Además, nosotros 
queremos formar el sindicato de trabajadores del transporte porque tenemos entendido 
que actualmente no existe un sindicato, sino un grupo de amigos. En realidad, en la 
historia de la empresa hubo tres sindicatos, que fueron reconocidos por ella. 


Por ese motivo, nos llama la atención, como dijo el señor Toledo, que la empresa no 
quiera reconocer nuestro sindicato, y que ni siquiera esté dispuesta a escucharnos y 
recibirnos. Si todo esto se debe a que no tenemos personería jurídica, puedo decir que la 
vamos a conseguir en unos meses. Como dije, la demora se debe a un problema 
económico, porque somos un sindicato formado, que tiene gente afiliada. 


Además, queríamos que la empresa reconociera a nuestro sindicato para que 
hiciera el descuento a cada afiliado. Reitero que todavía no tenemos la personería 
jurídica por un problema económico. Tenemos compañeros en todas las líneas y 
queremos trabajar para tener el sindicato de transporte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Formulé la pregunta solo para que constara en la versión 
taquigráfica, ya que se la enviaremos al Ministerio previamente a su concurrencia. 


SEÑOR TOLEDO.- Yo voy a contestar en forma muy clara y específica. Hubo tres 
sindicatos, los tres sin personería jurídica. Es realidad fueron cuatro. En 1941 estuvo la 
000, que no tenía personería jurídica. En 1951 se creó el SAO, sin personería jurídica, y 
la consiguió después. En 1957 se formó el CREA, que fue el sindicato de los 
administrativos de la empresa Cutcsa. Y después de la dictadura, en el año 1984, se creó 
la UTC, y hasta 2005 o 2006 no tuvo personería jurídica, pero negociaba con la empresa 
y en este Ministerio. 


Entonces, la cuestión no es si personería jurídica sí o personería jurídica no; el 90% 
de los sindicatos uruguayos no la tienen. El tema es si la empresa quiere recibir o no 
quiere; no es un problema de legalidad del sindicato. Que me cuenten cuántos sindicatos 
legales hay en este país. Es más: hasta no hace muchos años tampoco el PIT- CNT tenía 
personería jurídica; sí la tenía el Cuesta Duarte. Es decir que no es un tema jurídico, sino 
que en otros momentos se hizo cumplir a las empresas las reglamentaciones de la OIT 
que había ratificado Uruguay. 


Ahora bien: ¿conviene obligar a esta empresa a que cumpla la ley? Este es otro 
punto; acá depende del ojo con que se mire. En lo personal -hablo por mí, Sergio Toledo- 
no estoy tan seguro de que esa Secretaría de Estado quiera hacer cumplir la ley a esta 
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empresa. Si se mira la prensa de días atrás, se sabrá por qué. Pero acá no hay dos 
visiones: esta es una organización sindical que ya reconoció el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, con o sin personería jurídica; y ello nos llevó trabajo: tuvimos que venir 
al Parlamento, fue necesario citar al Director de Trabajo para que hiciera la parte legal, 
porque la demoraban y no la querían hacer. También vamos a tener las mismas trabas 
cuando hagamos la personería jurídica, porque no sé por qué en este país, cuando se 
quiere hacer algo nuevo, se lo intenta trabar. No sé si es que no gusta que en las 
empresas haya democracia y un sindicato que en este momento tiene más de trescientos 
trabajadores afiliados, lo que no es poca cosa. 


Entonces, ¿es sumamente necesaria la personería jurídica? Tal vez sí, porque es 
una parte legal, pero con ese criterio empecemos a averiguar cuántos sindicatos hay en 
Uruguay sin personería jurídica, y no creo que eso sea una traba para que el Ministerio 
cite a la empresa para negociar. Además, es una empresa que está acostumbrada a 
tratar con más de un sindicato y que ha negociado con sindicatos minoritarios -con ocho o 
diez personas, como tenía el SAO- y los ha puesto en las Comisiones. Por lo tanto, la 
traba no viene por ahí, sino por donde nos dijo la doctora Opertti, que expresó: "Yo pongo 
toda la buena voluntad. No sé ni de qué están hablando porque no me llegó. Yo no puedo 
decidir si los van a recibir o si se va a armar la tripartita. Este es un tema político". Y yo 
creo que donde está el tema legal no hay un tema político. Un tema político es algo que 
podemos negociar, el tema legal es sencillo: se trata de hacer cumplir la ley y nada más. 
Y eso es lo que estamos pidiendo. La ley es clara y específica: por el artículo 9* el 
Ministerio tiene la obligación de convocar a la tripartita y citar a la empresa, y todavía no 
lo ha hecho. Eso es lo que venimos a pedir. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que no planteé que fuera un requisito tener 
la personería jurídica; sí que cuando existen dos sindicatos en una misma actividad, 
empieza a haber una tensión y una disputa por la representación. Por eso dije que al no 
existir una personería jurídica que medie, como regla general se siguen adjudicando las 
potestades al sindicato más representativo. 


Entonces, es cierto que no el 90%, sino el 99% de los sindicatos del Uruguay 
carecen de personería jurídica -tampoco es necesario, porque son reconocidos como 
sociedades de hecho-, y como trabajador del transporte puedo decir que más allá de que 
el sindicato reconocido como más representativo era la UTC, el SAO se amparaba en su 
personería jurídica -no en la representación, ya que representaba a un núcleo muy 
pequeño de trabajadores- para hacerse valer desde el punto de vista legal y reunirse con 
la empresa en forma paralela, inclusive, estando en contradicción con los intereses que 
nosotros defendíamos en esas instancias. Es decir que -reitero- en ningún momento 
planteé que la personería jurídica fuera un requisito, sino que hice la pregunta solo para 
que constara en la versión taquigráfica. Y creo que el Ministerio tampoco lo pone como 
condición en ninguna de sus instancias. 


Esta Comisión citará al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para que explique 
en qué está esta situación y si han citado a las partes a la Dinatra, porque veo que la 
empresa por sí sola no los va a recibir. Hasta ahí llegan las potestades parlamentarias. 


SEÑOR TOLEDO.- Haremos entrega a la Comisión de una nota donde plasmamos 
los pasos que hemos seguido hasta el momento. 


Muchas gracias por habernos recibido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por su comparecencia. 


2: 


(Se retira de Sala la delegación de integrantes del Sindicato de Trabajadores del 
Transporte, STT) 


(Ingresa a Sala la Mesa Coordinadora de la Comisión Nacional Honoraria de 
MEVIR) 


———La Comisión tiene el agrado de recibir al escribano José Ariel Díaz, Presidente 
de la Comisión Nacional Honoraria de MEVIR, a la doctora veterinaria Cecilia Bianco, 
Secretaria, al arquitecto Gonzalo Balarini, Protesorero, a la asistente social Clara Hounie, 
vocal, y al analista programador Gabriel Ledesma, Gerente General interino. 


Oportunamente, se envió la versión taquigráfica de la sesión a la que concurrió el 
sindicato y planteó una serie de situaciones. 


SEÑOR DÍAZ.- Agradecemos la posibilidad de compartir con esta Comisión la 
respuesta que fuimos dando a muchos planteamientos que surgen de la versión 
taquigráfica de la sesión del 2 de setiembre a la que concurrió el gremio de funcionarios 
de MEVIR. 


Salvo mejor opinión, procuraríamos referirnos a los hechos concretos y actuales, 
sobre todo, a partir de la asunción de Jorge Bertullo como Gerente General y de Gabriel 
Ledesma como Gerente de Servicios, hoy Gerente General interino. Gabriel Ledesma 
tiene competencia superior en recursos humanos dentro de la institución y ha venido 
trabajando estrechamente con la delegación de la Comisión Nacional Honoraria que 
integra la mesa bipartita junto con el gremio. La delegación en la bipartita está integrada 
por Clara Hounie, asistenta social de larga experiencia, el doctor Jorge Ricardo Castro, 
exjuez, y Homero Rodríguez, ex Director General de Secretaría del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


La referencia del nombramiento de los dos Gerentes no es un hecho menor para la 
institución, en tanto se retomó en diciembre de 2013 un plan de reestructura iniciado en la 
Presidencia del arquitecto Beltrame, apoyándose en una consultora externa y en un 
referente MEVIR, Jorge Bertullo, precisamente, el actual Gerente General. 


Afortunadamente, la reestructura ha concluido y el nuevo organigrama está colgado 
en la página web del organismo. De ahí en más continuamos trabajando con planes 
anuales, un plan quinquenal que integra la política nacional de vivienda del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y con los convenios de gestión, 
cuyo cumplimiento de metas, verificadas por el Ministerio de Economía y Finanzas y el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, habilitan el aporte de 
parte de los ingresos de la institución. 


En ese marco, continuamos cumpliendo la histórica labor de MEVIR de proporcionar 
soluciones habitacionales, promedialmente 1.000 por año -promedio que venimos 
cumpliendo con rigor-, al tiempo que procuramos, conforme a la misión de MEVIR, 
mejorar el hábitat de quien vive o trabaja en el medio rural. Para ello, es necesario 
incrementar la acción a través de convenios con otras instituciones públicas para 
colaborar en salud, educación, en seguridad pública, en trabajo, en atención a primera 
infancia, etcétera. 


Daremos dos ejemplos que certifican lo que decimos. En virtud de acuerdos con el 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, logramos que los Centros CAIF que hemos 
desarrollado -que atienden a muchos padres o madres solas- tengan la misma cobertura 
que los de la ciudad. 


En materia de trabajo, queremos destacar los convenios con el Instituto Nacional de 
Colonización, donde se racionaliza el trabajo, la vivienda o las mejoras constructivas de 


-21- 


galpones, tambos, etcétera. Todo esto se inscribe en el marco de un fortalecido y 
comprometido equipo de gestión que se reúne todos los lunes y participan los doce 
principales responsables de la gestión, con la sugerencia de que compartan con el 
personal a su cargo las líneas de trabajo que semanalmente se delinean. 


Por eso, se ha trabajado intensa y extensamente para dar nuevo impulso a esta 
institución, manteniendo -lo subrayo- la línea de trabajo histórica, especialmente en la 
construcción de vivienda e incrementándose el trabajo con otras instituciones, para 
responder al hábitat sostenible en el medio rural. Para lograrlo, se necesitaba una nueva 
estructura, que se concretó con un trabajo en equipo, sin diluir responsabilidades. 


Ahora me quiero referir a la mediación del Director Nacional de Trabajo quien 
permitió que el preconflicto se desactivara y se avanzara ciertamente en los asuntos 
pendientes. En ese sentido, nos reconforta decir que ayer se firmó un convenio de 
licencias que estaba pendiente. Con estos criterios seguimos trabajando con los 154 
funcionarios de MEVIR en la gestión administrativa y del trabajo de arquitectos, asistentes 
y agrónomos, y con los 800 afiliados al SUNCA, que trabajan en el territorio desarrollando 
esta obra que va a cumplir cuarenta y siete años. 


El Gerente General interino va a responder puntualmente las denuncias del 
sindicato, sobre todo, en lo que tiene que ver con los despidos arbitrarios -que no 
existieron-, las categorías -que estamos discutiendo- y la reestructura que, como dijimos, 
está concluida y cuyo nuevo organigrama está colgado en la página de la institución y es 
el que nos permite avanzar en el trabajo. 


SEÑOR LEDESMA.- El 4 de setiembre me reuní con el Director Nacional de 
Trabajo, conjuntamente con la delegación del sindicato, y quedamos en que se firmaría 
un convenio para las licencias 2015 -se firmó ayer- y que en setiembre se trabajaría 
específicamente en resolver las diferencias contractuales de los tres grupos técnicos, es 
decir, asistentes sociales, arquitectos y agrónomos. La idea es trabajar en jornadas 
internas, conjuntamente las autoridades de MEVIR y los delegados de AFUME, más allá 
del ámbito tripartito de la Dinatra, y acordamos reunirnos el 4 de setiembre. En el correr 
de estos días fijaremos una agenda en la que figurará la instancia con cada uno de los 
grupos técnicos de asistentes sociales, agrónomos y arquitectos, a fin de que podamos 
laudar las diferencias que existen en los acuerdos de cada grupo. 


En cuanto a los despidos, quiero expresar que MEVIR siempre actuó en base a 
derecho, asesorado por el doctor Telechea, quien nos apoya en esa materia. 
Entendemos que en una empresa siempre puede haber despidos, aunque en lo personal 
y en lo grupal a nadie le interese que los haya. No obstante, hay hechos operativos que a 
veces culminan en despidos. Repasaré cada uno de los tres despidos. 


El arquitecto Nopitsch fue hasta el 2010 Gerente General de MEVIR. La Comisión 
Nacional Honoraria de ese momento -distinta a la que hay hoy, que comenzó a actuar a 
partir de 2011- lo convocó para decirle que, dada la reestructura que se estaba llevando 
adelante y su perfil, entendía que debía pasar a cumplir las funciones de un técnico 
director de obra, conservando el salario. Es decir que su salario nominal no disminuyó. 
Inclusive, se le dijo que, dada la edad que tenía, era conveniente que luego se acogiera al 
plan de retiro incentivado que proponía MEVIR. Todo esto fue en el año 2010. 


Transcurrió el tiempo y el arquitecto Nopitsch se desempeñó en diversas obras 
como director de obra. En diciembre de 2013 la Comisión Nacional Honoraria decidió 
volver a hablar con él dado que cumplía la edad con la que generaba causal jubilatoria. 
Siguiendo el plan establecido en 2010, se le planteó la instrumentación de su retiro 
incentivado. Como el arquitecto no se acogió al retiro incentivado, se dio paso a su 


-29. 


despido. Se le pagó lo que correspondía por la indemnización por despido y, además, se 
le otorgó un salario nominal extra. Básicamente, terminó cobrando lo mismo que si se 
hubiera acogido al retiro incentivado. De modo que, reitero, no solo se le pagó lo que le 
correspondía por el despido sino también un salario nominal base, que es lo que está 
establecido en la institución para los retiros incentivados. 


SEÑOR DÍAZ.- Tuvimos varias instancias de negociación con el arquitecto Nopitsch 
en cuanto a su retiro. Lo acordado institucionalmente desde hace mucho tiempo es 
otorgar para los retiros incentivados siete salarios. Sin embargo, el arquitecto planteó 
recibir catorce salarios. Nosotros le dijimos que no podíamos autorizar esa cantidad, en 
tanto estábamos administrando dineros públicos y lo acordado en la Comisión Nacional 
Honoraria era otro monto. Luego de idas y venidas, finalmente se cerró el tema con el 
cobro de los siete salarios. 


Por otro lado, quiero compartir lo que dijo el señor Diputado Vidalín, con quien 
hemos trabajado mucho en el departamento de Durazno, en cuanto al concepto que 
tenemos del arquitecto Nopitsch, quien ocupó un cargo de confianza en la institución, 
ingresando unos meses antes de 2005. Por una política de renovación se planteó su 
sustitución, cosa que él aceptó, pasando a ocupar el cargo de director de obra, con igual 
salario, a efectos de que completara la causal jubilatoria. Cuando se completó su causal 
jubilatoria y vimos que no había una definición de su parte -su salario estaba desprendido 
del salario del resto de los directores de obra-, le hicimos el planteo y se concluyó en lo 
que se señalaba respecto a los siete salarios. 


SEÑOR LEDESMA.- En síntesis, el arquitecto Nopitsch terminó cobrando el monto 
que aclaré y el proceso se cumplió en base a derecho. 


Otro de los despidos se produjo en diciembre. Fue un despido operativo, por el mal 
comportamiento de un cadete. Los cadetes se reportan a la Intendencia de MEVIR. El 
jefe de este cadete, es decir, el Intendente, había planteado observaciones respecto al 
cumplimiento de su función en julio de ese año. Como a partir de las distintas charlas que 
tuvo con él no recompuso su accionar, elevó un informe -que tengo aquí- en el que 
establece que es muy difícil continuar trabajando con el cadete y que correspondería su 
desvinculación de la institución. Por lo tanto, se procede a su despido. 


Recientemente, en agosto de este año, tuvimos que prescindir de la ingeniera 
agrónoma Lacuague. Ella tenía una situación muy particular en MEVIR porque su 
superior ya había formulado observaciones sobre ella y su labor técnica. Inclusive, había 
una evaluación bastante negativa de su trabajo y de la funcionaria. El ingeniero agrónomo 
Luis Silvera, encargado del Programa Unidades Productivas y Electrificación, UPE, elevó 
una carta a la Gerencia General en la que sugirió que se prescindiera de la ingeniera 
agrónoma Lacuague, alegando que no podía seguir dándole trabajo técnico a quien no 
reunía las condicionantes técnicas que él evaluaba. 


Entonces, MEVIR procedió a prescindir de la funcionaria. No se puede mantener un 
funcionario al que no se le pueden asignar tareas por no tener su trabajo la calidad 
técnica que espera su superior. 


Quiero aclarar, sobre todo por lo que leí, que la función de estos tres funcionarios 
dentro del gremio nada tiene que ver con los despidos, que fueron sustentados en lo 
operativo y en lo funcional. Me sorprende que se relacione a estos despidos con lo 
sindical, como acabo de leer en la versión taquigráfica que me alcanzaron. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos que hayan concurrido a esta Comisión 
para esclarecer estas situaciones 


EC ES 


MEVIR tiene el reconocimiento de los legisladores, sobre todo de los que son del 
interior, por el gran trabajo desarrollado. Basta recorrer el interior para ver el desarrollo, la 
inversión y el esfuerzo que llevan adelante 


En nombre de la Comisión y de los Diputados que la integramos, vaya ese 
reconocimiento a su trabajo. 


Muchas gracias 
(Se retira de Sala una delegación de la Comisión Nacional Honoraria de MEVIR) 
———No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


